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DERECHO AMBIENTAL

Como consecuencia de nuevas realidades emergentes en el planeta, y a través del reconocimiento de ellas en el ordenamiento jurídico, surge en forma tímida, pero con un aumento gradual, un nuevo derecho que hoy día se hace llamar Derecho Ambiental. Con este derecho surgen sus principios propios, su autonomía didáctica, legislativa y en algunos casos hasta jurídica. Este derecho se impone “creando raíces, y proyectándose en una (ambiciosa) perspectiva de hegemonía” 
.

Este derecho comprende todo lo referente al uso, gestión, explotación sostenible y conservación de los elementos y procesos ambientales incluyendo el entorno creado por el hombre, y ciertos fenómenos naturales. El bien jurídico que tutela, sus principios y caracteres propios, le otorgan –pese a algunas ideas en contrario– una autonomía dentro de las distintas ramas de la ciencia jurídica.

Tiene objeto y métodos propios que lo califican como ciencia, puesto que:  

· Propone técnicas alternativas de regulación y sistemas normativos e institucionales específicos para la tutela jurídica efectiva de los bienes comunes e intereses difusos de carácter ambiental; y, 

· Elabora sustentaciones doctrinales, principios generales, herramientas de implementación y reglas metodológicas para la mejor formulación, interpretación y aplicación de dicha legislación.

LA LEGISLACIÓN AMBIENTAL

Es el conjunto de Normas Jurídicas que regulan las conductas humanas que pueden influir de una manera relevante en los procesos de interacción que tienen lugar entre los sistemas de los organismos vivos y sus sistemas de ambiente, mediante la generación de efectos de los que se esperan una modificación significativa de las condiciones de existencia de dichos organismos. 

En todo sistema de Derecho Ambiental es posible distinguir tres tipos de normas jurídicas, cuyas diferencias se explican por el proceso de formación histórica:  

· La legislación común de relevancia ambiental o legislación de relevancia ambiental casual, integrada por las normas jurídicas expedidas sin ningún propósito ambiental, pero que regulan conductas que inciden significativamente en la protección del ambiente. 

· La legislación sectorial de relevancia ambiental: normas jurídicas expedidas para la protección de ciertos elementos ambientales o para proteger el ambiente de los efectos de algunas actividades (primeras décadas del siglo XX). como ser la protección de recursos naturales como agua, suelo, recursos forestales, la flora y fauna silvestres, el mar y los recursos pesqueros, los minerales y los recursos energéticos, y otros. 

· La legislación propiamente ambiental: normas jurídicas expedidas con arreglo a la moderna concepción que visualiza al ambiente como un todo organizado a la manera de un sistema.  Integrada por: 

· disposiciones constitucionales 

· leyes generales o leyes marco sobre la materia promulgadas con las mismas finalidades y 

· leyes que ajustan a ellas o derivan de las mismas. 

A pesar de los avances de los últimos años en materia de legislación propiamente ambiental, los asuntos ambientales – al menos en la región latinoamericana – están regidos, principalmente, por la legislación sectorial de relevancia ambiental y, en una medida importante, por la legislación común de relevancia ambiental.

PRINCIPIOS RECTORES DEL DERECHO AMBIENTAL

El Derecho Ambiental se estructura sobre principios propios que se hallan en plena formación. Tiene una problemática singular y sus características específicas permiten hablar de una identidad propia, dentro de los sistemas jurídicos.

Estos Principios o reglas jurídicas permiten cumplir con la función informadora de la legislación positiva, de la práctica judicial y de la actuación de los poderes públicos.

A continuación veremos los principios que delimitan al Derecho Ambiental.
PRINCIPIO DEL AMBIENTE ECOLÓGICAMENTE EQUILIBRADO.
Este principio va dirigido al disfrute de condiciones de vida adecuada en un ambiente saludable y ecológicamente equilibrado. Reconoce dicho principio como derecho fundamental de la persona humana.
NATURALEZA PÚBLICA DE LA PROTECCIÓN AMBIENTAL

El carácter jurídico del ambiente adecuado es de un bien de uso común del pueblo. 

El Derecho Ambiental es sustancialmente un Derecho Público, aunque a sus objetivos puedan concurrir normas de otra naturaleza como las que regulan las relaciones de vecindad. 

Este Derecho es esencialmente de naturaleza social, aunque en determinados casos pueden concurrir normas de otra naturaleza, que serán tenidas en cuenta en la medida que no afecten este carácter social o colectivo, ya que el Derecho Ambiental es Fundamentalmente un derecho de carácter Público, integrado a los derechos privados de los particulares como interés difuso que es.

CONSIDERACIÓN DE LA VARIABLE AMBIENTAL EN LA POLÍTICA DE DESARROLLO.

Se debe tener en cuenta la variable ambiental en cualquier acción o decisión (publica/privada) que pueda causar algún impacto. 

La variable ambiental debe ser tomada en cuenta en el proceso decisivo de políticas de desenvolvimientos. 

PARTICIPACIÓN COMUNITARIA

Para la resolución de los problemas del ambiente debe darse especial importancia a la cooperación entre el Estado y la sociedad.

En la Declaración de Río de Janeiro, Conferencia de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente y el Desarrollo de 1992, es donde se encuentra más explícito. Así se incluyó en el Principio 10, que dice: El mejor modo de tratar las cuestiones ambientales es con la participación de todos los ciudadanos interesados, en el nivel que corresponda.

En el plano nacional, toda persona deberá tener acceso adecuado a la información sobre el ambiente de que dispongan las autoridades públicas, incluida la información sobre los materiales y las actividades que encierran peligro en sus comunidades, así como la oportunidad de participar en los procesos de adopción de decisiones. Los Estados deberán facilitar y fomentar la sensibilización y la participación de la población poniendo la información a disposición de todos. Deberá proporcionarse acceso efectivo a los procedimientos judiciales y administrativos, entre éstos el resarcimiento de daños y los recursos pertinentes.

CONTAMINADOR PAGADOR.

Se basa este principio en la vocación redistributiva del Derecho Ambiental y se inspira en la teoría económica de que los costos sociales externos que acompañan el proceso productivo (ej. El costo resultante de los daños ambientales) deben ser internalizados.

La interpretación más genérica del principio, se refiere a las internalización de los costes ambientales.

Esto porque la reducción del nivel de “contaminación legalizada” y la ampliación del concepto de daño ambiental traen como consecuencias, que la obligación de reparación y de reposición sean cada vez más “costosas” y que el incentivo negativo sea cada vez más intenso; asimismo, porque la contaminación admisible y los daños inadmisibles convergen en la idea de que el contaminador debe asumir todas las consecuencias dañosas de su actividad, en el sentido más amplio, por lo que debe incorporar ese coste a su actividad de tal modo que, en caso de que los costes de ésta sean superiores a su beneficio, o bien cese de llevar a cabo la conducta o bien cambie sus características y condiciones.

A estas ideas responde, el Principio 18 de la Declaración de Río cuando establece que “las autoridades nacionales deberían procurar fomentar la internalización de los costos ambientales y el uso de los instrumentos económicos, teniendo en cuenta el criterio que quien contamina debería, en principio, cargar con los costos de la contaminación, teniendo debidamente en cuenta el interés público y sin distorsionar el comercio ni las inversiones internacionales”.

El Principio se instrumenta técnicamente a través de distintas instituciones, singularmente algunas figuras tributarias, las multas y las indemnizaciones.

EVITACIÓN DEL DAÑO AMBIENTAL.

El daño debe ser evitado, es más, la mejor manera de proteger la naturaleza es evitando que sea dañada. Esto obedece a que es muy difícil o imposible que el recurso dañado recupere su estado originario, o sea, el estado anterior a sufrir el daño y se manifiesta en los principios de prevención y precaución.

Uno de los objetivos centrales de la política ambiental es el de la evitación del daño porque el daño ambiental, como tantas veces se ha insistido, es frecuentemente irreparable.

A tal fin, se debe adoptar las medidas adecuadas para evitar que el daño se produzca; estas medidas se basan, por un lado, en la evaluación de qué es lo que podría producir el daño, o sea, la determinación de los peligros y la valoración de los riesgos, y, por otro lado, en la gestión adecuada de los peligros y de los riesgos, así como las medidas adecuadas para mitigar, reducir o eliminar los peligros, así como reducir la probabilidad de que los peligros se actualicen en el daño correspondiente (riesgo), es decir la prevención y la cautela.

En ese sentido, el Principio de Prevención básico en el Derecho Ambiental, consiste en la prioridad que debe darse a las medidas que eviten el nacimiento de actividades atentatorias contra el ambiente, de modo a reducir o eliminar las causas de acciones susceptibles de alterar su calidad.

Es decir, se debe impedir por todos los medios, que la utilización del recurso extralimite sus umbrales o limites de recuperación natural. En la aplicación efectiva de este Principio, se requiere realizar un análisis previo, preventivo, de los recursos naturales a utilizar.

Antes de proceder a una autorización o licencia determinada, será necesario estudiar y examinar las características del recurso a explotar. La aplicación de este principio debe evitar que el recurso natural pierda sus particulares características.

Por su parte, el Principio de Precaución adoptado en la Conferencia de la Tierra, expresa que la ausencia de certeza científica absoluta no debe servir de pretexto para retardar la adopción de medidas efectivas que procuren evitar la degradación del ambiente. Es la propia acción cautelosa y diligente la que enmarca y sustenta el Principio de precaución, intentando prevenir riesgos ambientales, representando por tanto una intención de prudencia ambiental.

Es un claro deseo de prevenir cualquier tipo de alteración sobre el medio anticipándose al hecho dañoso. Constituye un aspecto preliminar y fundamento básico del Principio de prevención.

La falta de prueba científicas firmes y concluyentes no debe ser obstáculo para la implementación y puesta en práctica de este Principio sino que, precisamente por el elevado grado de emergencia ambiental global, éste debe significar paso previo a la aplicación del Principio de prevención. De esta manera, se anticipa en previo estadio y se prepara la vía preventiva, evitando que los resultados a que arribe la comunidad científica lleguen demasiado tarde, una vez que se ha producido el deterioro ambiental.

En conclusión, ambos principios (Prevención y Precaución) intentar evitar el daño, pero tienen una gran diferencia. El principio precautorio, intenta evitar el daño, mediante la adopción de medidas efectivas, aun en el caso de no tener certeza científica absoluta que de dicha actividad perjudicará al ambiente.

FUNCIÓN SOCIO AMBIENTAL DE LA PROPIEDAD.

La propiedad privada, sin dejar de ser privada, se socializó. Con ese significado debe ofrecer a la colectividad una mayor utilidad dentro de la concepción de que lo social orienta a lo individual, no restringiéndose solamente a la propiedad rural sino también a la propiedad urbana.

La nueva concepción de la función social de la propiedad permite restricciones al ejercicio del derecho de propiedad cuando así lo requiera la tutela de intereses de la sociedad.

DESARROLLO SUSTENTABLE. 

Este principio de desarrollo sustentable o sostenible, se refiere a la necesidad de utilizar de manera racional los recursos naturales.

La palabra sostenible pretende ser el reflejo de una política y una estrategia de desarrollo económico y social continuo, que no vaya en detrimento del ambiente ni de los recursos naturales, de cuya calidad depende la satisfacción de las necesidades actuales, sin poner en peligro la capacidad de las generaciones futuras de satisfacer sus propias necesidades.

La norma jurídica ambiental debe tener capacidad tal, que oriente las estrategias y acciones humanas hacia el uso sostenible del sistema natural.

Según la definición de la Comisión Mundial sobre Medio Ambiente y Desarrollo, el desarrollo sostenible consiste en aquel desarrollo que atiende las necesidades del presente sin comprometer la posibilidad de las generaciones futuras satisfagan sus propias necesidades, pudiendo ser entendido como el mejoramiento de la calidad de vida humana dentro de los límites de la capacidad de soporte de los ecosistemas.

El aprovechamiento sustentable de los recursos naturales y la preservación del patrimonio natural y cultural son condicionantes necesarios del desarrollo económico y social. La gestión sustentable del ambiente deberá garantizar la utilización de los recursos naturales para las generaciones presentes y futuras.
Los tres pilares básicos del principio de desarrollo sostenible o sustentable son el Ambiental, el Social y el Económico.   

PRINCIPIO DE REALIDAD.
El derecho Ambiental sólo puede tener eficacia a nivel local, regional, nacional e internacional, si previamente se ha realizado un minucioso análisis de la realidad.

Esta “realidad” no se basa solamente en conocer la situación en que se encuentran los recursos naturales en cada espacio determinado, si no la de analizar la situación económica, social y de calidad de vida de las personas, para luego tomar las decisiones de políticas y gestión ambiental.

PRINCIPIO DE NO REGRESIÓN.
Mario Peña Chacón señala: El principio de no regresión o de prohibición de retroceso implica que la normativa y la jurisprudencia no deberían ser revisadas si esto implicare retroceder respecto a los niveles de protección ambiental alcanzados con anterioridad. Su finalidad es evitar la supresión normativa o la reducción de sus exigencias por intereses contrarios que no logren demostrar ser jurídicamente superiores al interés público ambiental, e implica necesariamente una obligación negativa de no hacer, por lo que el nivel de protección ambiental ya alcanzado debe ser respetado, no disminuido, sino más bien incrementado.
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